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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES   

INTERVINIENTES EN EL PROCESO O PROCEDIMIENTO 

El día 27 de abril de 2011 a las 19 horas con 15 minutos aproximadamente, personal de la 

Policía Nacional del Perú de la comisaría de La Victoria se encontraba realizando labores de 

patrullaje a la altura del Jr. Raymondi con Sáenz Peña en el distrito de La Victoria, estos 

fueron requeridos por la persona de Carlos Rivas Sauñe, el mismo que manifestó haber sido 

víctima de robo agravado en la modalidad de ‘cogoteo’ por parte de cuatro sujeto 

desconocidos, los mismos que le habrían sustraído la suma de S/450.00 (Cuatrocientos 

cincuenta con 00/100 soles), además de un celular Nokia valorizado en S/400.00 

(Cuatrocientos 00/100 soles) y documentos varios, todo ello en circunstancias que el 

agraviado se dirigía al paradero de ómnibus.  

A raíz de lo antes mencionado, los efectivos policiales brindaron apoyo al señor Rivas y, 

procedieron a realizar patrullaje por los alrededores del lugar en el que suscitaron los hechos, 

es así que, dos cuadras más adelante el agraviado señaló a tres personas que se encontraban en 

una tienda, como posibles autores de la comisión del delito, estos fueron inmediatamente 

intervenidos, trasladados a la dependencia policial e identificados como Peter Javier Fano 

Pérez, Franklin Héctor Fano Pérez y, Mariselli De La Vega. Al respecto, el agraviado sindicó 

directamente a Peter Javier Fano Pérez como la persona que lo cogió del cuello y lo trató de 

asfixiar hasta inmovilizarlo para que sus cómplices procedan a buscar entre sus pertenencias.  

Los detenidos al momento de rendir su declaración negaron haber participado en el ilícito 

penal, argumentando que su presencia en el lugar de la intervención se debió a un encuentro 

repentino por parte de Peter Javier Fano Pérez y Franklin Héctor Fano Pérez, quienes fueron a 

visitar a sus abuelos y, al retornar  a su domicilio coincidieron con su amigo y vecino Renzo 

Mariselli, motivo por el cual decidieron jugar en la máquina de tragamonedas de una tienda, 

todo ello, media hora antes de la intervención. 

En mérito de lo ocurrido se iniciaron las investigaciones del caso, llevándose a cabo diversas 

diligencias preliminares. Es así que, se remitió el Atestado policial con las diligencias 

actuadas a la Fiscalía provincial penal de turno de Lima, la cual FORMALIZÓ DENUNCIA 

PENAL contra Peter Javier Fano Pérez, Franklin Héctor Fano Pérez, Renzo Paolo Mariselli 

de la Vega por el presunto delito contra el Patrimonio – Robo Agravado, señalando que, los 

denunciados negarían los hechos que se les imputan con la finalidad de evadir su 

responsabilidad penal, las circunstancias flagrantes de la intervención y, la existencia de 

indicios objetivos, razonables y, reveladores del injusto penal. 

Al mismo tiempo, en mérito a la denuncia penal formalizada por parte del Ministerio Público, 

el Juzgado Penal de Turno procedió a abrir instrucción en la vía del procedimiento ordinario 

contra Peter Javier Fano Pérez, Franklin Héctor Fano Pérez, Renzo Paolo Mariselli de la 

Vega, como presuntos autores del delito contra el Patrimonio – Robo Agravado, en agravio de 

Carlos Rivas Sauñe, motivo por el que se dictó MANDATO DE DETENCIÓN contra los 

citados inculpados. Al respecto, la defensa de los entonces procesados solicita variación al 

mandato de detención en mención; no obstante, solo es declarado PROCEDENTE la 

solicitud de VARIACIÓN DEL MANDATO DE DETENCIÓN decretado en contra de 

Franklin Héctor Fano Pérez. Dictándose contra el referido procesado, mandato de 

comparecencia restringida bajo determinadas reglas de conducta. 



Posteriormente, el Ministerio Público formuló acusación en contra de Peter Javier Fano Pérez, 

Franklin Héctor Fano Pérez, y Renzo Paolo Mariselli de la Vega como coautores del delito 

contra el patrimonio – Robo agravado en agravio de Carlos Rivas Sauñe, requiriendo como 

pena a imponerse de trece a quince años de pena privativa de la libertad y, el pago solidario de 

una reparación civil por la suma de mil nuevos soles. 

Por tanto, el Juicio Oral se realizó en diez sesiones; es así que, el día cuatro de junio del año 

2013, la Primera Sala para Procesos con Reos en Cárcel de Lima, después de deliberar y votar 

las cuestiones de hecho, emitió Sentencia, la misma que FALLA: ABSOLVIENDO DE LA 

ACUSACIÓN FISCAL a Franklin Héctor Fano Pérez, y Renzo Paolo Mariselli de la Vega. 

Asimismo, CONDENÓ a Peter Javier Fano Pérez, como autor del delito contra el Patrimonio 

– Robo Agravado, en agravio de Carlos Rivas Sauñe, imponiéndole trece años de pena 

privativa de la libertad, fijando el concepto de Reparación de Civil la suma de mil nuevos 

soles. 

La Sentencia fue impugnada vía Recurso de Nulidad por la defensa del sentenciado, Peter 

Javier Fano Pérez, en atención a los siguientes argumentos: Que, el mismo cuenta con trabajo 

conocido y habría declarado en todas las etapas de investigación de manera lógica, coherente 

y uniforme, negando así los hechos materia de investigación. Asimismo, que al momento de 

la intervención no se le encontró pertenencias del agraviado, ya que este lo sindicaba 

simplemente por la voz y vestimenta. Que, solo existiría la manifestación a nivel policial del 

agraviado sin presencia alguna del Ministerio Público, toda vez que el agraviado no concurrió 

a rendir su declaración en nivel judicial, ni en la etapa de Juicio Oral, así como no habría 

acreditado la pre existencia de Ley de sus pertenencias.  

Finalmente, la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema declaró: HABER NULIDAD en la 

sentencia de fecha cuatro de junio de dos mil trece, emitida por la Primera Sala Penal 

Especializada para Procesos con Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, que 

condenó a don Peter Javier Fano Pérez como autor del delito contra el Patrimonio, en la 

modalidad de robo agravado en perjuicio de Carlos Rivas Sauñe. Por consiguiente, 

reformándola, se ABSOLVIÓ de la acusación fiscal y, se ordenó la inmediata libertad del 

entonces procesado don Peter Javier Fano Pérez. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE. 

2.1. Declaración Preliminar del agraviado sin presencia del Fiscal 

Identificación 

Que, de los hechos ocurridos con fecha 27 de abril de 2011 a las 19:15 horas 

aproximadamente, se da inicio a la investigación preliminar de conformidad con lo 

establecido en el Código de Procedimientos Penales de 1940, a raíz de la denuncia interpuesta 

por el señor Carlos Rivas Sauñe. 

Así pues, la Policía Nacional del Perú cumpliendo la función de auxiliar a la administración 

de justicia, remitió a los jueces instructores o de Paz un atestado policial con todos los datos 

recabados, indicando así las características físicas de los inculpados: Apodo, ocupación, 

domicilio real, antecedentes y otros necesarios para la identificación del mismo; en ese 

sentido, mediante atestado policial de fecha 28 de abril de 2011 se adjuntó la manifestación 

preliminar del agraviado, el señor Carlos Rivas Sauñe; no obstante, la misma no fue suscrita 

por la fiscal adjunta provincial; toda vez que solo contaría con firma del Sub Oficial Rafael la 

Madrid y del agraviado en mención. 

No obstante, con fecha cuatro de junio de 2013, la Primera Sala Especializada en lo Penal 

para procesos con reos en cárcel falla condenando a Peter Javier Fano Pérez como autor del 

delito de robo agravado, es así que en dicha Sentencia se consideró y fundamentó como 

prueba de cargo la manifestación policial del agraviado. 

Análisis 

Respecto a ello, es debido cuestionar la validez probatoria de la declaración del agraviado 

Carlos Rivas Sauñe brindadas en sede policial, ya que no participó el representante del 

Ministerio Público. Por tanto, dicha declaración no mantenía valor probatorio para los efectos 

del juzgamiento. 

En ese sentido, es preciso considerar lo siguiente: “(…) Al respecto, el artículo sesenta y dos 

del Código de Procedimientos Penales prescribe: «La investigación policial previa que se 

hubiera llevado a cabo con intervención del Ministerio Público, constituye elemento 

probatorio que deberá ser apreciado en su oportunidad, por los jueces y tribunales «. Así, por 

sí solas estas declaraciones no tienen idoneidad probatoria, porque carecen de legalidad, en su 

actuación, salvo que, con otra prueba actuada en el plenario, bajo las garantías del derecho de 

defensa, contradicción, inmediación entre otros, se corrobore la veracidad de sus relatos”. 

(Recurso de Nulidad Nro. 1866-2017, fundamento 13). 

Asimismo, en el delito de robo agravado es relevante la declaración del agraviado, según sea 

pertinente e idónea en cada caso concreto, de ello dependerá la descripción de la forma y 

circunstancias en las que se habrían producido los hechos y sobre todo la identificación del 

sujeto activo del ilícito cometido. Debiendo haberse tenido en cuenta los parámetros 

establecidos con carácter vinculante por el Supremo Tribunal en el Acuerdo Plenario número 

cero dos-dos mil cinco/CJ-ciento dieciséis, del treinta de septiembre de dos mil cinco, el 

mismo que establece que, la declaración de la víctima es admitida como prueba de cargo hábil 



para enervar la presunción de inocencia del imputado, pero debo estar sujeta a garantías al 

momento de su valoración. Siendo así, para considerarse prueba válida de cargo, las garantías 

de certeza serían las siguientes: 

i) Ausencia de incredibilidad subjetiva, es decir que no existan relaciones entre el agraviado e 

imputado basadas en el odio, resentimiento u otras que puedan incidir en la parcialidad de 

la deposición. 

ii) Verosimilitud, que no solo incide en la coherencia y solidez de la propia declaración, sino 

que debe estar rodeada de ciertas corroboraciones periféricas, de carácter objetivo que le 

doten aptitud probatoria. 

iii) Persistencia en la incriminación de la víctima, que incluye la existencia de corroboraciones 

periféricas a esa declaración incriminatoria, es decir la persistencia de sus afirmaciones en 

el curso del proceso. 

2.2. De la no acreditación de la preexistencia del bien. 

Identificación 

A partir de la declaración preliminar del agraviado Carlos Rivas Sauñe el Ministerio Público 

mediante el atestado policial tomó conocimiento de la presunta sustracción de los siguientes 

bienes: cuatrocientos cincuenta soles, documentos personales varios, y un teléfono celular 

valorizado en cuatrocientos soles; sin embargo, en ningún acto procesal se acredita la 

valoración o preexistencia de los mismos. 

Es así que, con fecha 28 de abril de 2011, el Fiscal Provincial Titular de la Vigésima Octava 

Fiscalía formaliza denuncia penal contra Peter Fano Pérez, Franklin Fano Pérez y Renzo 

Mariselli de la Vega como presuntos autores de delito contra el patrimonio en la modalidad de 

Robo Agravado, en agravio de Carlos Rivas Sauñe. Asimismo, el representante del Ministerio 

Público solicita se recabe entre una de las diligencias a actuarse: la declaración preventiva del 

agraviado y, por ende, la acreditación de la pre existencia de ley de los bienes materia del 

delito. 

Por tanto, con fecha 14 de agosto de 2012 el representante del Ministerio Público formula 

acusación sustancial contra Peter Fano, Franklin Fano y Renzo Mariselli; no obstante, a la 

fecha de dicha formalización no existía declaración preventiva del agraviado ni, la 

acreditación de la pre existencia de ley de los bienes materia del delito. 

Asimismo, con fecha cuatro de junio de dos mil trece la Primera Sala Especializada en lo 

Penal para Procesos con Reos en Cárcel dicta sentencia y, falla absolviendo de la acusación 

fiscal a Franklin Fano Pérez y Renzo Mariselli de la Vega por el delito en cuestión. No 

obstante, condena a Peter Fano Pérez imponiéndole trece años de pena privativa de la libertad; 

sin embargo, a la fecha de dictada la mencionada sentencia no existió declaración preventiva 

del agraviado ni, la acreditación de la pre existencia de ley de los bienes materia del delito. 

Análisis 

La preexistencia de los bienes materia de los delitos contra el patrimonio a la actualidad se 

encuentra regulada en el Nuevo Código Procesal Penal, el mismo que señala en su artículo 

201, numeral 1: “En los delitos contra el patrimonio deberá acreditarse la preexistencia de la 

cosa materia del delito con cualquier medio de prueba idóneo”. 



En este extremo, la norma no solo incorpora un estándar mínimo de probanza para iniciar un 

proceso penal, además promueve que cualquier persona no sea incriminada o acusada de un 

hecho que no cometió. Así también, su antecedente histórico más próximo, lo encontramos en 

el Código de Procedimientos Penales, el mismo que en su artículo 183, señalaba: “En los 

delitos contra el patrimonio deberá acreditarse la preexistencia de la cosa materia del delito”. 

El término “preexistencia” hace referencia a aquello que existía previamente a los hechos, en 

este caso, delictivos. Esa preexistencia que debe demostrarse se refiere al objeto o cosa del 

delito, aquel sobre el cual recae la acción típica del ilícito patrimonial. Toda vez que el bien 

jurídico protegido en el presente caso es el patrimonio, se debe considerar la concepción 

mixta o jurídico-económica: “(…) está constituido por la suma de valores económicos puestos 

a disposición de una persona, bajo la protección del ordenamiento jurídico” (Bramont y 

García, 2013, Pág. 289). 

Por otro lado, “El artículo 201, apartado 1), del Código Procesal Penal estipula que: “En los 

delitos contra el patrimonio deberá acreditarse la preexistencia de la cosa materia del delito, 

con cualquier medio de prueba idóneo”. Es, como se sabe, una comprobación legal referida a 

la comprobación del delito, a las materialidades con que se expresa la concreta infracción 

punible. Desde la normalidad probatoria, es obvio que, básicamente solo se requerirá una 

actividad probatoria específica cuando no existan testigos presenciales del hecho —que no es 

del caso cuando se está ante un testigo-víctima y, además, el concurso de un testigo 

presencial: el hermano del primero, que dan cuenta de lo sucedido— o cuando se tenga duda 

(razonable) acerca de la preexistencia de la cosa objeto de la sustracción o defraudación (…).” 

(Recurso de Casación N°646-2015, fundamento octavo). 

2.3. Principio de indubio pro reo y, la actuación probatoria 

Identificación 

En el presente caso la Sala condenó en primera instancia a la persona de Javier Fano Pérez 

como autor del delito de robo agravado en agravio de Carlos Rivas Sauñe, imponiéndole una 

pena de trece años de pena privativa de la libertad y mil soles por el concepto de reparación 

civil que se debió abonar al agraviado, alegando como fundamentos relevantes los siguientes: 

a) La versión proporcionada por los procesados no guarda concordancia (difieren en el 

tiempo, la supuesta actividad laboral). 

b) Solo se logró la identificación plena de Peter Javier Fano Pérez con relación a la víctima. 

c) Respecto a los procesados Franklin y Renzo si bien existen divergencias en sus dichos, no 

existe otro elemento concomitante que los vincule con los hechos materia del proceso, 

menos una sindicación y la insuficiencia de medios de prueba.  

Asimismo, las pruebas de cargo consideradas en la fundamentación de la sentencia fueron las 

siguientes: 

a) El Atestado Policial llevado a cabo en la comisaría de la victoria. 

b) La manifestación policial del agraviado Carlos Rivas Sauñe. 

c) Las manifestaciones policiales de los procesados Mariselli de la Vega y Fano Pérez. 

d) Las declaraciones instructivas de los procesados Mariselli de la Vega y Fano Pérez. 

e) El certificado de antecedentes penales del procesado Peter Javier Fano Pérez. 

f) La declaración testimonial del efectivo policial PNP Lama Catter. 



 

 

Análisis  

Al respecto, el Tribunal Constitucional precisó que, el principio de indubio pro reo: “(…) 

Significa que, en caso de duda sobre la responsabilidad del procesado, debe estarse a lo que 

sea más favorable a este (la absolución por contraposición de la condena). (…) Tanto la 

presunción de inocencia como el indubio pro reo inciden sobre la valoración probatoria del 

juez ordinario (…) En el primer caso, que es algo objetivo, supone que a falta de pruebas 

aquella no ha quedado desvirtuada, manteniéndose incólume, y en el segundo caso, que es 

algo subjetivo, supone que ha habido prueba, pero esta no ha sido suficiente para despejar la 

duda (la suficiencia no se refiere a la cantidad de pruebas incriminatorias, sino a la entidad y 

cualidad que deben reunir estas). La sentencia, en ambos casos, será absolutoria (…)”. (Exp. 

Nro.728-2008-PHC/TC, Fundamento séptimo y octavo). 

Asimismo, Castillo (2014) hace referencia al derecho a que se valore adecuadamente y 

motivadamente los medios probatorios, pues refiere que consiste en la exigencia 

constitucional para que los jueces mediante resolución debidamente motivada darán respuesta 

al ciudadano, del resultado de la valoración individual y conjunta de las pruebas ingresadas y 

actuadas en el proceso, con un criterio objetivo, razonable y ponderado, respetando las reglas 

de la sana crítica y basados en los principios de la lógica, las máximas de la experiencia y los 

conocimientos científicos. La valoración se realiza sobre bases objetivas (aceptando la certeza 

que resulte de la prueba), no tiene asidero la mera subjetividad del juez ni menos sus 

conocimientos personales de tal manera que el resultado de ella no será absurdo y estará 

desprovisto de toda arbitrariedad. 

En ese contexto, la Sala además de emitir una sentencia sin una debida motivación, habría 

condenado al señor Javier Fano Pérez basándose en una prueba indiciaria que no fue 

debidamente corroborada, siendo esta la declaración proporcionada por el agraviado en 

diligencias preliminares, la cual como bien señalamos en los párrafos anteriores carecerían de 

valor probatorio suficiente para condenar al procesado, por tanto, existían medios probatorios 

escasos para establecer más allá de la duda razonable que el entonces procesado Peter Fano 

era autor del delito materia de juzgamiento. 

2.4. De la legalidad del mandato de detención 

Identificación 

Mediante Resolución número uno de fecha veintiocho de abril de dos mil once, el 43 juzgado 

penal de Lima dicta mandato de detención en contra de Peter Fano Pérez, Franklin Fano Pérez 

y Renzo Mariselli, la misma que se sustentaba en los siguientes fundamentos: 

Que, existen suficientes elementos que vinculan a los mismos con los hechos materia de 

investigación como lo son la forma y las circunstancias en la fueron intervenidos; que, en la 

declaración del agraviado Carlos Rivas, este reconoce plenamente al denunciado Peter Fano 

como el sujeto que lo estuvo ahorcando con la finalidad de reducirlo a fin de facilitar a sus 

coprocesados; que, los incoados podrían eludir la administración de justicia y obstaculizar la 

actividad probatoria, dado que no acreditaron fehacientemente contar con domicilio y/o 

trabajo conocido; que registran procesos por delitos similares al instruido lo cual haría prever 



que los mismos son sujetos proclives a la comisión de los ilícitos penales, evidenciándose así 

la existencia del peligro procesal. 

Análisis 

Al respecto, el artículo 135 del Código Procesal Penal de 1991, entonces aplicable al caso 

concreto, señala requisitos indispensables para que se dicte el mandato de detención: “1. Que 

existen suficientes elementos probatorios de la comisión de un delito doloso y de la condición 

de autor o partícipe del imputado. (…) 3. Que existen suficientes elementos probatorios para 

concluir que el imputado intenta eludir la acción de la justicia o perturbar la acción probatoria. 

No constituye criterio suficiente para establecer la intención de eludir a la justicia la pena 

prevista en la Ley para el delito que se le imputa”. 

En el presente caso, no habrían existido suficientes elementos probatorios, respecto a la 

comisión del delito, ni elementos probatorios que permitan concluir que el imputado intenta 

eludir la acción de justicia. Asimismo, los procesados contaban con domicilio fijo, arraigo 

familiar y, laboral, los cuales fueron acreditados en su momento. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



III. POSICIÓN FUNDAMENTADA LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y LOS 

PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

3.1. Posición fundamentada sobre los problemas jurídicos identificados: 

Los hechos materia del presente caso fueron tipificados como Delito contra el Patrimonio en 

la modalidad de Robo Agravado, considerado en el Artículo 188 del Código Penal, como tipo 

base y el Artículo 189, por las agravantes tipificadas en el inciso 2 y 4 que hace referencia al 

robo realizado durante la noche, así como al robo realizado con el concurso de dos o más 

personas, respectivamente.  

Respecto al presente delito, como lo señala Salinas (2015) se define al delito como robo 

agravado como aquella conducta por la cual el agente haciendo uso de violencia o amenaza 

sobre su víctima, sustrae un bien mueble total o parcialmente ajeno y se apodera 

ilegítimamente con la finalidad de obtener un provecho patrimonial, concurriendo en el 

accionar alguna o varias circunstancias agravantes previstas expresamente en nuestro Código 

Penal. 

Así también, se imputa una coautoría por parte de Peter Javier Fano Pérez, Franklin Héctor 

Fano Pérez y Renzo Paolo Mariselli de la Vega por el delito contra el Patrimonio – Robo 

Agravado, en ese sentido respecto a la coautoría, como lo señala Villavicencio (2019, 

Pág.15): “(…) una forma de autoría, con la peculiaridad que en ella el dominio del hecho es 

común a varias personas. Coautores son los que toman parte de la ejecución del delito, en 

condominio del hecho (dominio funcional del hecho)”. En ese sentido, tras la identificación y 

análisis de los problemas jurídicos en el presente caso, sustentaremos nuestra posición 

fundamentada respecto a cada extremo: 

3.1.1. Declaración Preliminar del agraviado sin presencia del Fiscal 

Respecto a ello, no existía validez probatoria de la declaración del agraviado Carlos Rivas 

Sauñe brindadas en sede policial, ya que no participó el representante del Ministerio Público. 

Asimismo, dicha declaración no tiene idoneidad probatoria porque carece de legalidad, por lo 

tanto, no mantiene su valor probatorio para los efectos del juzgamiento, salvo que, con otra 

prueba actuada y, bajo las garantías del derecho de defensa, contradicción, inmediación entre 

otros, se haya corroborado la veracidad de sus relatos. 

En ese sentido, se habría acreditado la responsabilidad penal del imputado con la sola 

declaración policial del agraviado Carlos Rivas Sauñe, quien sindicó a los imputados como 

las personas que mediante la modalidad de ‘cogoteo’ se apoderaron de sus bienes personales 

(400 soles, un teléfono celular Nokia valorizado en 450 soles y documentos personales 

varios). 

Asimismo, en el delito de robo agravado se debe cumplir con la configuración razonable de 

determinadas reglas o criterios de valoración orientados a la racionalidad del mismo con el 

resto de los medios probatorios, que permitan trasladar las exigencias de racionalidad a la 

ponderación de la prueba por el órgano jurisdiccional en un caso concreto; sin embargo, en el 

presente caso no se configuró ni la verosimilitud, ni la persistencia en la incriminación de la 

víctima, toda vez que el agraviado solo declaro una vez y esta fue en diligencias preliminares, 

no habiendo continuidad en la declaración, pues fue notificado posteriormente para recabarse 



su declaración preventiva, quien además, no se apersonó hasta la conclusión del presente 

proceso.  

En ese orden de ideas, concluimos que la prueba principal valorada por la Sala de Mérito es la 

declaración preliminar del agraviado sin la intervención del Ministerio Público, la cual no 

constituiría elemento probatorio, pues no existía garantías de legalidad en dicha declaración, 

no se hace el filtro probatorio idóneo para vincular objetivamente al presunto autor en los 

cargos atribuidos, quedando en una mera sindicación sin corroboración objetiva, por lo que 

deviene en inconsistente sostener una decisión de condena. Así también, el titular de la acción 

penal tenía la obligación de corroborar con otros elementos de convicción la teoría inicial, 

buscando así desacreditar la hipótesis de la contraparte y al mismo tiempo acreditar o 

fortalecer su tesis, toda vez que la sindicación de la víctima es una prueba indiciaria y, como 

tal exige se corrobore para que sea eficaz.  

3.1.2. De la no acreditación de la preexistencia del bien 

Al respecto es evidente que, la legislación de ambos sistemas procesales coincide casi en 

todos sus extremos respecto a la redacción legal de la preexistencia del bien, si no fuera por la 

precisión por parte del Nuevo Código Procesal Penal respecto al estándar mínimo de 

probanza que permita lograr su acreditación. 

En ese orden de ideas, es evidente alegar que en ninguna etapa del proceso se acreditó cierta 

relación de propiedad víctima-objeto, pudiendo este haber sido demostrado con distintos 

medios de pruebas idóneos, es decir en la medida que permita demostrar que el objeto, en 

efecto, existió y que estuvo dentro de a la esfera personal de la víctima mucho antes del 

evento delictivo y, además que fue adquirido lícitamente. Asimismo, aun cuando se exige que 

se acredite la preexistencia del bien, no hay medio probatorio o elemento de convicción que 

permita acreditar ello más que la manifestación del agraviado, la misma que no fue 

corroborada, ergo no es suficiente medio idóneo de acuerdo a lo establecido actualmente en el 

Nuevo Código Procesal Penal. 

Por ello, se considera que sería un actuar ligero, inconsistente y, arbitrario que cualquier 

persona pueda ser detenida y procesada con la simple versión de una aparente víctima sin que 

esta al final demuestre que el bien sustraído era de su propiedad y que fue adquirido 

lícitamente, más aún si desde la fecha de su declaración preliminar el señor Carlos no se 

presentó ante ninguna instancia, por ende, no se enerva el principio de presunción de 

inocencia, concluyendo así que no se configura el delito de robo, siendo consecuencia del 

mismo la absolución del acusado. 

3.1.3. Principio de indubio pro reo y, la actuación probatoria 

La sentencia de primera instancia fundamenta que, se consideraron como pruebas válidas de 

cargo la declaración a escala preliminar del agraviado, versión corroborada con el testimonio 

del efectivo policial que intervino en la captura del procesado; sin embargo, el efectivo 

policial don Guillermo de Lama no habría presenciado o percibido directamente los hechos 

ocurridos denotando así la imposibilidad de corroborar meros hechos señalados por el 

agraviado, pues solo estuvo presente en la intervención del procesado a pedido del agraviado, 

existiendo así medios probatorios escasos para establecer más allá de la duda razonable que el 

entonces procesado Peter Fano era autor del delito materia de juzgamiento. 



Concluyendo así que, los medios de prueba valorados debieron estar encaminados a sustentar 

la realidad de los cargos de imputación, es decir que su contenido diera como resultado la 

culpabilidad del acusado, siendo evidente la atribución de la carga de la prueba para acreditar 

los cargos que incumbía al Ministerio Público, toda vez que  en todas las etapas del proceso 

existió una insuficiente actuación fiscal en vías de asegurar su tesis de imputación para 

desvirtuar la presunción de inocencia que le asiste al imputado, motivo por el cual 

correspondió la absolución del acusado respecto al delito atribuido pues los medios 

probatorios eran escasos para establecer más allá de la duda razonable. 

3.1.4. Del mandato de detención 

Con respecto al mandato de detención dictado en contra de Peter Fano Pérez, Franklin Fano 

Pérez y Renzo Mariselli, consideramos que no debió ser dictado toda vez que, el mismo no se 

ve inmerso en los requisitos que establece el artículo 135 del Código Procesal Penal de 1991, 

entonces aplicable al caso concreto, respecto a la suficiencia de elementos probatorios de la 

comisión del delito y, de la condición del inculpado como autor o partícipe, siendo inviable la 

anticipada conclusión de que el imputado intentara eludir la acción de la justicia o perturbara 

la acción probatoria. 

En ese sentido, respecto a la suficiencia probatoria como bien lo sustentamos párrafos 

anteriores, existió una escasez del mismo, toda vez que los elementos probatorios no eran 

fehacientes, tal como la sola declaración del agraviado Carlos sin corroboración objetiva; la 

no acreditación de la preexistencia del bien sustraído pues no se acreditó cierta relación de 

propiedad entre la víctima y los objetos presuntamente sustraídos en ninguna etapa del 

proceso. Siendo evidente que, la actuación probatoria fue insuficiente, más aún si el Fiscal no 

sustentó debidamente los mismos, existiendo así una imposibilidad del relacionar al hecho 

punible con el imputado. Por el contrario, al ser notable la insuficiencia probatoria, estos solo 

posicionarían la permanencia de la presunción de inocencia.  

Respecto al peligro procesal, como es de verse no todos los inculpados contaban con 

antecedentes judiciales, ni policiales, y de ser el caso estos cumplieron debidamente con su 

respectivo proceso en su momento. Asimismo, tenían domicilio fijo y conocido, así como 

arraigo familiar, siendo claro que no existían objetivas posibilidades de que los mismos se 

sustraigan de la acción de la justicia, perturben la actividad probatoria, ni mucho menos seas 

proclives al peligro de fuga. Siendo circunstancias personales, económicas y procesales que el 

Juez debió considerar. 

En ese orden de ideas, respecto al mandato de detención en términos generales es evidente la 

voluntad del legislador de restringir lo menos posible la libertad personal, considerando la 

aplicación de la detención solo en casos considerados graves. En ese contexto, cuando no se 

considere la procedencia de la detención se adoptará medidas necesarias para asegurar la 

presencia del imputado durante el proceso. 

En definitiva, se considera que el mandato de detención dictado en contra de Mariselli de la 

Vega, Franklin Fano y Peter Favor fue dictado sin una debida motivación, sin la existencia de 

razones objetivas que permitan fundamentar el mismo, toda vez que no se expresaron los 

fundamentos de hecho que sustenten la medida, ni tampoco hubo una adecuación respecto a 

los requisitos exigidos en el referido artículo respecto a la detención, por ende con la medida 

dictada desde el inicio del proceso se restringió la libertad personal de los procesados 



arbitrariamente, más aún si dichos presupuesto a la aplicación de la medida restrictiva de 

derecho no fueron considerados de manera conjunta, siendo debida la aplicación de una 

medida menos restrictiva, como es sería el caso de la medida de comparecencia con 

restricciones. 

3.2. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

Respecto a la sentencia de primera instancia de fecha 4 de junio de 2013, en la cual Peter 

Javier Fano Pérez fue condenado como autor del delito contra el patrimonio – Robo agravado, 

imponiéndosele trece años de pena privativa de la libertad y, al pago de S/1,000.00 Soles por 

concepto de reparación civil, nos encontramos disconformes con lo resuelto, en razón a los 

siguientes fundamentos: 

La declaración del agraviado Carlos Rivas Sauñe brindadas en sede policial, la cual consta 

mediante atestado policial Nro. 147-11-VII-DIRTEPOL de fecha 28 de abril de 2011, no fue 

suscrita por la fiscal adjunta provincial careciendo de validez probatoria, asimismo, no se 

realizó filtro probatorio idóneo para vincular objetivamente al presunto autor en los cargos 

atribuidos, quedando en una mera sindicación sin corroboración objetiva, motivo por el cual 

no mantenía su valor probatorio para los efectos del juzgamiento. 

Respecto a la corroboración, esta se habría dado con la declaración testimonial del efectivo 

policial don Guillermo de Lama quien solo estuvo presente en la intervención y detención del 

procesado, motivo por el cual no sería válida, toda vez que el efectivo policial no habría 

presenciado los hechos ocurridos, denotando así la imposibilidad de corroborar los meros 

hechos señalados por el agraviado. Por lo tanto, la declaración inicial no fue corroborada por 

otros medios de prueba idóneos. 

En ninguna etapa del proceso se acreditó cierta relación de propiedad víctima-objeto, 

pudiendo este haber sido demostrado con distintos medios de pruebas idóneos, es decir en la 

medida que permita demostrar que el objeto, en efecto, existió y que estuvo dentro de a la 

esfera personal de la víctima mucho antes del evento delictivo y, además que fue adquirido 

lícitamente, por ende, sino se determina la preexistencia del bien no se enerva el principio de 

presunción de inocencia. Es decir, no hay patrimonio afectado, no se configura el delito de 

robo, siendo consecuencia del mismo la absolución del acusado. 

Como consecuencia de la actuación probatoria insuficiente el juzgador no ha llegado a la 

certeza respecto a la responsabilidad penal del encausado, la cual solo puede ser generada por 

una actuación probatoria suficiente que permita crear en él la convicción de culpabilidad, sin 

la cual no es posible revertir la inicial condición de inocencia que tiene todo acusado dentro 

del proceso, por ello al no haberse realizado una actividad probatoria suficiente y dentro de 

los parámetros establecidos, no es posible revertir la inicial presunción de inocencia del 

encausado, siendo este inocente del delito imputado. 

En ese sentido, y considerando lo señalado en los párrafos anteriores opinamos que, en efecto, 

no fueron suficientes las pruebas existentes, así como tampoco fueron corroboradas 

mínimamente, toda vez que se necesitaban pruebas idóneas las cuales mediante un 

razonamiento intelectual pudieron haber decantado en certeza respecto a la culpabilidad del 

imputado; sin embargo, al no haberse logrado debilitar la presunción de inocencia del señor 

Peter Fano tal, y como lo prevé el literal e del inciso 24 del artículo 2 de la Constitución 

Política del Estado, se desestima lo sustentado por el Ministerio Público y, en aplicación del 



artículo 301 del Código de Procedimientos Penales, entonces vigente, correspondió absolver 

al procesado. 

Asimismo, de la revisión de los Autos, se aprecia que el absuelto Peter Javier Fano Pérez 

durante todo el proceso mantuvo una manifestación uniforme y coherente, conforme a lo 

siguiente: Refirió que contaba con trabajo conocido como vendedor y cobrador de golosinas y 

abarrotes en la empresa “San Nicolás”, del mismo que adjunta una Declaración Jurada.  

Así también, reiteró lo señalado en su Declaración Instructiva que, el día de los hechos se 

encontraba laborando desde las 7:30 am hasta las 4:00 pm, y se dedicaba a distribuir 

golosinas, además de no conocer al agraviado y, por ende, no haber cometido robo alguno 

contra dicha persona, reiterando lo dicho en su manifestación instructiva. 

Respecto a la sindicación por parte del agraviado, acusado como el sujeto que lo inmovilizó 

sujetándole el cuello para que los otros tres sujetos le sustraigan su dinero, señala habría una 

confusión; toda vez que, a la hora que sucedió el hecho delictivo, este habría estado en casa de 

sus abuelos, encontrándose así en la imposibilidad de cometer robo alguno. En ese sentido, 

agregó en su Declaración Instructiva que, el día de los hechos se encontraba vestido con un 

polo y pantalón negro; sin embargo, el agraviado señalaba al momento de la intervención que 

la persona que había cometido el delito se encontraba con pantalón celeste, existiendo así una 

evidente confusión. 

Al respecto, las declaraciones dadas a nivel policía y, a nivel judicial por parte de los 

procesados, es evidente que existió uniformidad entorno a lo señalado, concluyendo así que, 

Peter Fano, Franklin Fano y Mariselli de la Vega eran amigos de la infancia y, además, que 

existía un vínculo familiar entre Peter Fano y Franklin Fano. Asimismo, se habrían 

reencontrado después de mucho tiempo, motivo por el cual se encontraban en una tienda, 

desde media hora antes de ocurrida la intervención policial. Por ende, no conocían al 

agraviado, ni tampoco habrían participado en el delito imputado. 

En el análisis jurídico fáctico de la misma que de conformidad con lo establecido en la 

doctrina procesal para imponer una condena, el juzgador debe llegar a la certeza respecto a la 

responsabilidad penal del encausado, la cual solo podrá ser generada con una actuación 

probatoria que permita crear en el la convicción de culpabilidad; sin embargo, en la sentencia 

inicial impugnada se atribuye responsabilidad penal al procesado por considerar como válidas 

las pruebas de cargo, la declaración a escala preliminar del agraviado, declaración 

presuntamente corroborada con el testimonio del efectivo policial Guillermo de Lama quien 

intervino en la intervención del entonces procesado. Asimismo, se considera la declaración 

inicial del agraviado sin intervención del Ministerio Público, así como la no acreditación de la 

preexistencia de los bienes (un teléfono celular, una billetera y documentos personales). 

Por lo anotado, la posición sustentada es a favor de la Sentencia en segunda instancia emitida 

por la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia, toda vez que, como señalamos 

en los párrafos anteriores se debe tener en cuenta que los medios probatorios considerados en 

el proceso son escasos para establecer más allá de la duda razonable, que el acusado sea  autor 

del delito materia de juzgamiento, pues no existe prueba suficiente para enervar la presunción 

de inocencia que asiste al imputado, garantía reconocida en nuestra Carta Magna, 

denotándose una insuficiencia demostrativa.  

 



IV. CONCLUSIONES 

En el presente caso se llegó a las siguientes conclusiones:  

1. La declaración del agraviado Carlos Rivas Sauñe brindada en sede policial, no fue 

suscrita por la fiscal, careciendo de validez probatoria de conformidad con lo 

establecido en Código de Procedimientos Penales.  

 

2. En ninguna etapa del proceso se acreditó cierta relación de propiedad entre la víctima 

y los objetos presuntamente sustraídos, por ende, sino se determina la preexistencia 

del bien patrimonio afectado, no se configuró el delito de robo. 

 

3. La actuación probatoria fue insuficiente, pues no permitió crear en el juez convicción 

de culpabilidad, por ello al no haberse realizado una actividad probatoria suficiente y 

dentro de los parámetros establecidos, no es posible revertir la inicial presunción de 

inocencia del encausado, siendo este inocente del delito imputado. 

 

4. El mandato de detención dictado en contra de Mariselli de la Vega, Franklin Fano y 

Peter Favor fue dictado sin una debida motivación, sin la existencia de razones 

objetivas, por ende, se restringió la libertad personal de los procesados 

arbitrariamente. 

 

5. Existían medios probatorios escasos para establecer más allá de la duda razonable que 

el entonces procesado Peter Fano era autor del delito materia de juzgamiento. 

 

6. La posición que se sustenta, es a favor de la Sentencia de segunda instancia emitida 

por la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia, toda vez que los medios 

probatorios considerados en el proceso son escasos para establecer más allá de la duda 

razonable. 
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